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	Hora: 
	5:30 p.m.

	Imputado: 
	Jovanny Mauricio Gómez Castaño

	Cédula de ciudadanía No:
	75’147.186 de Chinchiná (Cdas.)

	Delito:
	Concierto para delinquir con fines de extorsión y hurto calificado-agravado

	Víctimas:
	Jhon López Hernández y Juan Eduardo Galeano Ospina

	Procedencia:
	Juzgado Único Penal del Circuito Especializado de Pereira (Rda.) con función de conocimiento.

	Asunto:
	Se conoce de la apelación interpuesta por la defensa contra el auto interlocutorio de fecha 08-09-09.


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, pronuncia la decisión en los siguientes términos:

1.- hechos Y precedentes

La situación fáctica jurídicamente relevante y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, se pueden sintetizar en los siguientes términos:

1.1.- Dan cuenta los registros, que: 
“[…] una fuente humana indicó que en la manzana 1 casa 13 del barrio La Graciela, operaba un grupo de personas que al parecer se dedicaban a hurtar vehículos y luego pedían dinero a fin de entregar a sus dueños los automotores robados. 

Se pudo establecer -al decir de la acusación- que los cabecillas de esta organización eran los señores CARLOS ARTURO PATIÑO OCAMPO y HÉCTOR FABIÁN BEDOYA GUTIÉRREZ, quienes eran los mediadores entre víctimas y victimarios para realizar los cobros de dineros para devolver los vehículos. Cuando no solicitaban dinero como rescate, se dedicaban a desvalijar los autos y vendían sus partes.

1.2.- Una de las personas involucradas en el citado grupo al decir del órgano persecutor, es el señor JOVANY MAURICIO GÓMEZ CASTAÑO, motivo por el cual procedió a formularle imputación junto con otras cuatro personas, por las conductas punibles de concierto para delinquir con fines extorsivos en concurso con el delito de hurto calificado y agravado, cargos que el referido indiciado ACEPTÓ. 
1.3.- A consecuencia de esa admisión unilateral de los cargos, el asunto pasó al conocimiento del Juzgado Penal del Circuito Especializado con sede en esta capital, autoridad que convocó a la respectiva audiencia de individualización de pena y sentencia, dentro de la cual fue presentada formalmente una solicitud de nulidad por parte del profesional del derecho que asiste los intereses del acusado GÓMEZ CASTAÑO, al estimar que se presentó una afectación sustancial al debido proceso porque la Fiscalía no exhibió durante el acto de imputación el elemento material probatorio mínimo que comprometiera a su representado -artículo 287 C.P.P.- y la presunción de inocencia que ampara a su procurado “sigue vigente”. Como el juez de garantías fue un convidado de piedra y no hizo un control legal, jurídico y material de la audiencia de formulación de imputación, hay lugar a decretar la nulidad de la referida audiencia y a consecuencia de ello liberar a su representado. Acto seguido, igual petición y con idénticos argumentos efectuó el apoderado del coacusado HÉCTOR FABIÁN BEDOYA. 
El Ministerio Público es del criterio que el juez sí debe evaluar si existe elemento material probatorio acerca de la existencia del ilícito y la responsabilidad del acusado, empero, ya se dio una audiencia preliminar en donde se otorgó la oportunidad para solicitar esa inconformidad; en consecuencia, la petición resulta extemporánea porque no se pueden revivir actuaciones procesales. Además, si no hay la prueba mínima, lo que procede es la absolución y no la nulidad. La Fiscalía coadyuva la presentación que hace la Procuraduría y agrega que sí existe la prueba mínima como son las interceptaciones telefónicas, por tanto, no hay lugar a nulidad alguna.
1.4.- El juez de conocimiento, una vez revisada la actuación preliminar, decidió despachar desfavorablemente la pretensión defensiva, en cuanto se extrae de los registros que la Fiscalía al formular la imputación delimitó uno a uno los cargos, hizo un sustento probatorio claro, detallado en lo que particularmente correspondía con el indiciado GÓMEZ CASTAÑO. A ese efecto, citó y exhibió los informes ejecutivos de los investigadores y puso de presente la actividad efectuada en torno a las escuchas telefónicas. Incluso puntualizó esas llamadas e indicó las consecuencias probatorias que de allí se derivaban, con lo cual, no es verdad que se careciera de soporte para la imputación como es el tema central de inconformidad del togado. En esos términos, consideró el funcionario que existía una base sería de autoría y responsabilidad tanto para proceder a la imputación como para la imposición de una medida de aseguramiento, razón suficiente para negar la anulación de la actuación preliminar.                 
1.5.- Frente a esa determinación únicamente el defensor de JOVANY GÓMEZ interpuso recurso de apelación y le fue concedido, razón por la cual se dispuso la remisión de los registros ante esta corporación con el fin de desatar la alzada.

2.- Debate
2.1.- Defensor de Jovany Mauricio Gómez -recurrente-
Al momento de la audiencia de individualización de pena y sentencia, solicitó un control material de la audiencia de control de garantías por parte del juez de conocimiento, pero éste no hizo lo que correspondía, se limitó a sostener que todo había transcurrido normalmente y que sí existía un mínimo probatorio que sostenía la imputación, sin indicar las razones por las cuales la defensa estaba equivocada en su pretensión anulatoria.
Esos argumentos del a quo fueron tan escuetos e impulsados por la simple gravedad de los hechos atribuidos, que no resisten el mayor análisis. A su juicio en cambio, de los audios a los cuales se hizo referencia sólo se extraen conversaciones normales sin ningún compromiso delictual para su cliente.

Observa que se tomó como relevante la admisión de los cargos por parte de su representado, cuando la realidad es que eso no es suficiente y se requería profundizar más en la prueba habida consideración a que el hecho de allanarse a la imputación no implica renunciar al derecho a la presunción de inocencia y menos al debido proceso.

El deber de la Fiscalía era mencionar y exhibir los elementos materiales probatorios que mínimamente permitieran concluir la tipicidad del comportamiento y la responsabilidad individual de su procurado; sin embargo, aquí se hizo referencia a la interceptación de unas llamadas que en nada comprometen, con mayor razón cuando algunos de los demás vinculados sí admitieron una participación directa, en tanto otros la negaron para controvertirla en juicio.

Hace mención de varios precedentes jurisprudenciales a efectos de demostrar que es posible anular la actuación preliminar cuando se ha infringido ese deber por parte del ente oficial encargado de la acusación, entre ellos los correspondientes a las siguientes radicaciones: 28.872 del 15 de julio de 2008, 28.998 del 03 de abril de 2008, y 25.108 del 30 de noviembre de 2006, respectivamente.

En síntesis, considera que se debe anular este trámite a partir de la audiencia de imputación para que se lleve a cabo el adelantamiento normal del proceso.
2.1.- Procesado Jovany Mauricio Gómez

Refiere que hubo un allanamiento a un establecimiento de comercio en Armenia y allí no le encontraron nada. Sencillamente le dijeron que se tenía que allanar a los cargos sin saber bien de qué se trataba.
2.2.- Fiscal -no recurrente-

Dice que será breve porque todo se encuentra ajustado a la legalidad.
Lo que al juez de conocimiento corresponde es hacer un análisis de las circunstancias en que se dio el allanamiento a los cargos, es decir, que haya sido libre, espontánea, debidamente informada, y en realidad esto aquí no se discute, dado que de los videos se extracta que incluso hubo un receso para que los apoderados orientaran en debida forma a los involucrados y ellos hicieron su manifestación en forma expresa luego de una profusa ilustración.

También el juzgador constató que existiera la exigencia de prueba mínima para poder hacer la imputación correspondiente. Aquí se afirma por el defensor inconforme que la Fiscalía no tenía bases para hacer esa atribución de responsabilidad, lo cual no es cierto, porque si bien el juzgado de instancia dejó plasmados en pocas líneas sus fundamentos de una manera concisa, la realidad es que el material con el que cuenta la Fiscalía es bien suficiente para vincular formalmente a la presente investigación a GÓMEZ CASTAÑO, porque se obtuvo información de fuente humana que rindió una entrevista y orientó a los investigadores para que pudieran verificar la realidad de lo que estaba sucediendo. Fue así como se procedió a la interceptación de abonados telefónicos con sus respectivas transliteraciones que dejan al descubierto la existencia de una amplia organización y de la participación que en ella tenían cada uno de los imputados.
Decir que no existen elementos materiales probatorios o evidencias físicas, es algo contrario a la realidad palpable porque en efecto todo ello se descubrió en esa primera audiencia y era suficiente demostrar una “inferencia razonable” para proceder en tal sentido.

También menciona el precedente contenido en la sentencia con radicación 25.108 del 30 de noviembre de 2006, para demostrar que la aceptación de los cargos por sí mismos considerada tiene una incidencia probatoria en la determinación judicial, porque constituye una confesión que no puede pasar inadvertida.

En esas condiciones, no puede prosperar la nulidad que plantea la defensa y pide la confirmación del proveído opugnado.

Los demás defensores expresaron su no deseo de intervenir como partes no recurrentes; sin embargo, dos de los imputados no recurrentes hicieron uso de su derecho a participar de la audiencia, en el siguiente orden:

ALVARO LUIS GALLEGO, para expresar que su primer abogado le dijo que debía aceptar los cargos, pero no le dio mayores explicaciones. Lo que aparece en las grabaciones es cierto, pero no estaba delinquiendo, simplemente trataba de buscar ese vehículo, motivo por el cual considera que fue un error haberse allanado a la imputación y bien pudo irse a juicio para debatir la prueba en su contra.

La nueva abogada no estuvo de acuerdo con pedir la nulidad y por lo mismo debió acudir a este estrado como parte no recurrente.
El otro coacusado CARLOS ARTURO PATIÑO, confirma que fue su voluntad allanarse a la imputación y asume las consecuencias de ese proceder.

3.- consideraciones

3.1.- Competencia

Tiene competencia esta Corporación para conocer del recurso de apelación oportunamente interpuesto por parte habilitada para hacerlo, de conformidad con lo estatuido en el artículo 33.1 de la Ley 906 de 2004.

3.2.- Problema jurídico planteado
Corresponde definir si en el caso concreto la Fiscalía presentó un mínimo de recaudo demostrativo acerca de la tipicidad de los comportamientos atribuidos y de la participación que en los mismos tuvo el incriminado GÓMEZ CASTAÑO, en aras de corroborar o desvirtuar la falencia sustancial que le atribuye el letrado recurrente a la actuación preliminar.

3.3.- Solución a la controversia

La actuación se halla en la audiencia de individualización de pena y sentencia ante el juez de conocimiento, a consecuencia de una terminación anticipada del proceso que promovió el imputado con su allanamiento unilateral a los cargos formulados. A esa altura procesal, el apoderado de uno de los acusados promovió análisis incidental acerca de un potencial vicio sustancial por desconocimiento del debido proceso. Se asegura, que en el Juzgado de Control de Garantías no se cumplió la labor encomendada en cuanto a que se tuviera el cuidado de exigir el mínimo probatorio que se requiere en la formulación de una imputación con miras obtener un fallo de condena.
La primera instancia anunció que ningún reparo le merecía la actuación surtida en el segmento preliminar y la convalidó; en consecuencia, antes de penetrar en el fondo de este asunto, a la Sala le corresponde hacer varias precisiones en torno a sustanciales diferencias entre el análisis probatorio que se surte en las preliminares y el que se lleva a cabo en el juicio oral, las esenciales son:
UNO. En las audiencias preliminares no hay un debate acerca de la responsabilidad del imputado. La sentencia C-591 de nueve (09) de junio de 2005 fue clara a ese respecto cuando consignó:

“Es cierto que en este supuesto la facultad del juez de control de garantías no implica un pronunciamiento sobre las implicaciones que los elementos de prueba recaudados tengan sobre la responsabilidad del investigado ya que ésta será una tarea que se adelanta en el debate público y oral de la etapa de juzgamiento”. 

DOS. En las audiencias preliminares se introducen medios de conocimiento para informar al Juez de Control, en tanto en el juicio se incorporan pruebas. Al respecto es contundente la Corte, cuando en Sentencia de casación 26310 del dieciséis (16) de mayo de 2007, sostuvo:

“En efecto, la sistemática de la ley 906 de 2004 advierte que los elementos materiales probatorios y la evidencia física pueden tener una doble condición demostrativa: Como medio cognoscitivo -Libro II, Título III- que suple las necesidades probatorias del Fiscal para soportar las solicitudes propias de las audiencias preliminares que se tabulan ante el juez de garantías; e ingresar al juicio como pruebas dentro del objeto específico del mismo”

TRES. A lo efectuado en las audiencias preliminares ante el Juez de Control de Garantías se le conoce como “prueba preparatoria”, en contraposición a la “pruebas definitiva” que sólo tiene cabida en el desarrollo del juicio oral. Así se dejó consignado en la casación del once (11) de abril de 2007 -radicación 26128-:

“[…] en este sistema también impera el principio de prueba preparatoria, es decir, que los elementos materiales probatorios recaudados en la fase de investigación, deben repetirse, en algunos eventos, en la audiencia oral, para asegurar la oralidad, la publicidad, la controversia y la defensa”.

CUATRO. A diferencia de lo que ocurre en la Ley 600 de 2000, en donde las pruebas practicadas en el sumario permanecen vigentes sin más trámites hasta el instante del juicio; ese principio de permanencia desapareció con la entrada en vigencia de la Ley 906 de 2004, porque el conocimiento somero que de las evidencias se ofrece en las preliminares, debe ser posteriormente perfeccionado en el juicio. La jurisprudencia nacional también ha sido reiterativa y concluyente en este sentido, como se puede apreciar en las decisiones del veinticinco (25) de abril de 2007 -radicación 27062-, dos (02) de septiembre de 2008 -radicación 24920-, y diecisiete (17) de septiembre de 2008 -radicación 30214-, cuando se dijo:

“[…] en esos regímenes operaba el principio de permanencia de la prueba, hoy expurgado de la novísima sistemática acusatoria –pruebas como tales solo son las que se practican en curso de la audiencia de juicio oral- […]”.

CINCO. El juez de control de garantías tiene la opción de solicitar, de oficio, esos medios de conocimiento, en tanto al juez de la causa le está vedado acceder a las pruebas de manera oficiosa. Basta citar la Sentencia C-396 de 2007:

“La simple ubicación de la norma demandada en el sistema jurídico procesal penal permitiría concluir que el intervencionismo probatorio está prohibido, en forma categórica, solamente para el juez de conocimiento, quien tiene a su cargo la dirección y manejo del debate probatorio entre las partes y, no para el juez de control de garantías, por lo que, no es acertado el argumento que expone el demandante para fundamentar la inconstitucionalidad por la indebida prohibición del juez de garantías para decretar pruebas de oficio”.

SEIS. El deber de descubrimiento sólo surge a la vida jurídica para la Fiscalía a partir de la audiencia de acusación, antes no; en consecuencia, en el período preliminar el órgano investigador sólo está obligado a enseñar lo que estime suficiente para obtener el propósito específico. El artículo 344 de la actual codificación procesal es claro cuando asegura: “Inicio del descubrimiento. Dentro de la audiencia de formulación de acusación se cumplirá lo relacionado con el descubrimiento de la prueba […]”; a su turno, el numeral 3° del artículo 125, estipula que es atribución de la defensa: “En el evento de una acusación, conocer en su oportunidad todos los elementos probatorios, evidencias física e informaciones de que tenga noticia la Fiscalía General de la Nación […]”. Finalmente y con idéntica redacción, el numeral 2° del artículo 142 del Código de Procedimiento Penal (en plena armonía con lo establecido en el último inciso del artículo 250 de la Carta, modificado por el artículo 2º del Acto Legislativo 03 de 2002), con respecto a los deberes específicos de la Fiscalía, exige el suministro de todos los elementos y evidencias, pero sólo “en el evento de presentarse escrito de acusación” y siempre “por conducto del juez de conocimiento”.

De todo lo anterior, la conclusión es evidente: no es lo mismo la presentación de los elementos materiales probatorios y las evidencias físicas ante el juez de control de garantías que ante el juez de conocimiento, no es por tanto admisible confundirlos, mezclarlos o intentar unificarlos, por cuanto las finalidades, las formas y las exigencias entre unas y otras son sustancialmente distintas.

Ello es perfectamente coincidente con las exigencias mínimas tanto para formular la imputación como para la solicitud de medida de aseguramiento, al tenor de los artículos 287 y 306 de la nueva codificación, cuando hablan de “inferencia razonable acerca de la autoría o participación”, y de la “indicación de los elementos de conocimiento necesarios para sustentar la medida y su urgencia”, norma ésta última que recibió el aval de la Corte Constitucional en Sentencia del C-1154 del quince (15) de noviembre de 2005.

En esos términos, en las preliminares si hay controversia probatoria, pero no bajo la perspectiva ineludible de un interrogatorio cruzado, sino en el terreno de la verificación de suficiencia acerca de si los datos preliminarmente obtenidos y que se espera sean ratificados en el juicio, son idóneos para soportar la medida precautelar. Así mismo, como quedó dicho, no se puede esperar que desfile todo el material que posee la Fiscalía, sólo el indispensable para llevar a la mente del juez la idea acerca de la necesidad de obrar acorde con lo pedido.

Es bien ilustrativo a este respecto, lo atinente a la prueba pericial, porque no se puede exigir agotar la prueba completa, es suficiente el informe pericial sin lugar a hacer comparecer al perito para confrontarlo ante el Juez de Garantías, dado que ello traduciría una exigencia impropia para el objeto que atañe a las audiencias preliminares.

O de igual modo, pretender la comparecencia del perito morfólogo que elabora el álbum fotográfico o la del investigador que efectuó la diligencia de reconocimiento a efectos supuestamente de controvertir su validez, cuando de suyo se sabe que un análisis de las formalidades cumplidas en el acto hacen viable su confrontación con las exigencias de ley.

Otro tanto corresponde decir de las entrevistas, porque por supuesto que aunque ellas no son pruebas en sí mismas consideradas, sino medios de refutación y de allí precisamente su trascendental importancia, sí poseen un contenido que sirve de ilustración a lo que se supone dirá en el juicio el testigo como órgano de prueba directo en el momento de ser citado con tal finalidad. Ese contenido, es por supuesto un elemento cognoscitivo, una información válidamente obtenida, o si se quiere, una “prueba preparatoria” como lo ha dado en llamar la doctrina y la jurisprudencia, para que el Juez de Control de Garantías se forme su propia convicción acerca del asunto en discusión y pueda adoptar su personal postura en cuanto a la necesidad de decretar una medida precautelativa.

Ahora bien, el nivel de exigencia de ese elemento cognoscitivo, información válidamente obtenida, o “prueba preparatoria”, es relativa y no absoluta en cuanto frente a esos medios de convicción no se ha ejercido el derecho de contradicción, con mayor razón en los eventos de terminación anticipada del proceso como el que ahora nos convoca, habida consideración a la renuncia expresa a los derechos a no autoincriminarse y oponerse a los medios con vocación probatoria vinculante. 
Precisamente por eso, en los asuntos de terminación anormal del procedimiento el Tribunal de Casación ha venido haciendo énfasis en la necesidad de conservar al menos un mínimo de exigencia con respecto a la autoría y la responsabilidad, tal como textualmente se dejó consignado en el siguiente pasaje jurisprudencial:
“En los casos en los cuales se termina extraordinariamente el proceso, sea por el camino de los acuerdos, o a través del mecanismo de allanamiento a cargos, está claro que para preservar los principios de legalidad y presunción de inocencia, deben ofrecerse elementos de juicio que verifiquen un mínimo de existencia del delito y responsabilidad del procesado”

Resulta por tanto imperioso, en aras de respetar las garantías constitucionales al debido proceso y a la presunción de inocencia que ampara a toda persona sometida a un proceso penal, que el juez de conocimiento, que es también juez de control de garantías desde el punto de vista sustancial, verifique que la imputación fáctica sea completa y la imputación jurídica esté en consonancia; pero además, que los presupuestos probatorios mínimos para declarar la tipicidad, la antijuridicidad y la culpabilidad en la conducta atribuida, tengan un soporte fáctico atendible en el caso particular.
Nos preguntamos entonces si esa requisitoria se colma en el caso que concita nuestra atención, o por el contrario la defensa tiene razón en que el órgano instructor fue inferior a sus deberes funcionales y no allegó el acopio informativo suficiente.
A decir verdad, la defensa se duele de la parquedad en el análisis por parte de la primera instancia, sin embargo, a renglón seguido tampoco explica por qué la judicatura debe desconocer el recaudo probatorio, por cierto extenso, que refirió el ente persecutor al momento de sustentar la imputación. Es que no fueron uno, ni dos, los elementos de convicción presentados en ese acto de comunicación a efectos de generar la potencial coparticipación de JOVANY GÓMEZ, fueron múltiples esos elementos de persuasión y pasamos a referirlos: 

La Fiscalía narró en detalle unos hechos que podían constituir infracción a la ley penal, y precisó las conductas delictivas concursantes y sus modalidades para cada uno de los involucrados. Se dijo que el día 02-03-09 se aprehendió a un menor por receptación y de allí se desenvolvió la presente investigación, con la presencia de un testigo que le indicó a la Policía Judicial la existencia de una organización dedicada al hurto de vehículos, su desguace y ulterior venta por partes, poniendo al descubierto quiénes eran sus integrantes, persona ésta que rindió entrevista e hizo los reconocimientos respectivos en álbum fotográfico.

Adicionalmente, una fuente humana vía telefónica advirtió acerca del hurto de vehículos y negociación de sus autopartes, y se menciona el lugar donde se concretan esas operaciones. Se decomisa un vehículo que salió a gran velocidad del sitio, y a consecuencia de ese operativo se elabora el informe ejecutivo para la individualización de los comprometidos y se dice cuál fue la participación de cada uno de ellos.

Así mismo, se efectuaron múltiples interceptaciones telefónicas al abonado que utiliza el señor CARLOS ARTURO PATIÑO (alias “Boje”) por medio de las cuales se da a conocer qué hizo cada uno de los restantes involucrados en los diferentes hechos que fueron objeto a su vez de múltiples denuncias, es decir, si participó en el cobro de dinero, en la intermediación para la negociación y/o en la ulterior entrega recíproca entre víctima y victimarios.

Y en lo que concierne a JOVANY GÓMEZ se precisa que en compañía de otros copartícipes se le ofrecieron bienes objeto de apoderamiento y que posteriormente le fueron entregados a las víctimas a cambio de dinero para su recuperación, según quedó registrado en los audios 42, 43, 44 y 45; además, que según la fuente humana el citado es el enlace con la persona que recibe los vehículos con relación a los hurtos que se comenten por los demás integrantes de la organización. 

Como fácil se advierte, en el acto público preliminar se le especificaron los cargos de acuerdo con la tipificación que correspondía a cada uno de los hechos atribuidos, más la indicación de los elementos materiales probatorios o evidencias físicas con las cuales se contaba para soportar esa aseveración. No hay lugar por supuesto a que por parte de la judicatura se proceda a darle el valor concreto a cada uno de esos medios de convicción pues ello sería propio de la culminación de un juicio oral, pero es suficiente con saber que sí se expuso la existencia de un material con vocación probatoria, en forma concatenada y coherente, de la cual se infiere que el cargo no salió de la nada y que hay información seria que vincula al indiciado GÓMEZ CASTAÑO, a saber en su orden: información de fuente humana, entrevista, denuncias, labores de verificación que constan en informes ejecutivos, recuperación de evidencias físicas, interceptación de abonados telefónicos y reconocimientos.
En síntesis, la Sala no avala la posición asumida por la defensa en cuanto pretende la anulación de lo actuado con miras a obtener una indebida retractación.
A su turno, tampoco se atenderá lo argumentado por el procesado ÁLVARO LUIS GALLEGO JIMÉNEZ, en cuanto a los supuestos vicios existentes en su allanamiento a los cargos, no sólo porque tiene la condición de no recurrente y lo dicho ante esta Corporación no fue objeto de análisis por parte de la primera instancia, sino porque es la misma profesional del derecho que lo asiste quien no observó detrimento alguno en sus garantías fundamentales y por lo tanto no hizo solicitud concreta ante la primera instancia ni mucho menos impugnó la determinación adoptada por el juez de conocimiento al avalar el contenido de las audiencias preliminares. 

Téngase en cuenta que al tenor de lo dispuesto por el artículo 130 de la Ley 906 de 2004: “[…] En todo caso, de mediar conflicto entre las peticiones o actuaciones de la defensa con las del imputado o procesado prevalecen las de aquella”.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal, CONFIRMA la decisión apelada. 

Esta providencia queda notificada en estrados y contra ella no procede ningún recurso.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

LEONEL ROGELES MORENO
La Secretaria de la Sala,

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ
� Auto del 21-01-2009, Radicado No. 31047, M.P. Dr. Sigifredo Espinosa Pérez.
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